
INFORME DE LA INTERVENCIÓN GENERAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID DE 1 DE AGOSTO DE 2018. SUBVENCIONES. CARÁCTER MODAL DE LAS SUBVENCIONES PÚBLICAS. OBLIGACIONES DEL BENEFICIARIO. PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD.
Modalidad de informe: Discrepancia.

Área temática: Subvenciones.

Informe vigente.
Se ha recibido en esta Intervención General escrito de discrepancia, planteada por la Dirección General de Vivienda y Rehabilitación de la Consejería de Transportes, Vivienda e Infraestructuras, de conformidad con el artículo 88.1.a) de la Ley 9/1990, de 8 de noviembre, Reguladora de la Hacienda de la Comunidad de Madrid y el artículo 16 del Decreto 45/1997, de 20 de marzo, por el que se desarrolla el Régimen de Control Interno y Contable ejercido por la Intervención General de la Comunidad de Madrid.

La discrepancia surge como consecuencia del informe desfavorable formulado por el Interventor actuante en la comprobación material de la inversión, relativa a la subvención concedida a la Comunidad de Propietarios del edificio sito en la __________________ de Madrid, al amparo del Plan Estatal de Vivienda y Rehabilitación 2013-2016.

Se acompaña, junto al escrito de discrepancia, determinada documentación, acreditándose los siguientes

ANTECEDENTES

1. Con fecha 22 de julio de 2016, la Comunidad de Propietarios del edificio sito en la ______________________ de Madrid, presentó solicitud de subvención a la rehabilitación edificatoria prevista en el Real Decreto 233/2013, de 5 de abril, por el que se regula el Plan Estatal de fomento del alquiler de viviendas, la rehabilitación edificatoria, y la regeneración y renovación urbanas, 2013-2016, tras convocatoria efectuada mediante Orden de 25 de mayo de 2016 de la Consejería de Transportes, Vivienda e Infraestructuras.
2. Mediante Orden del Consejero de Transportes, Vivienda e Infraestructuras, de fecha 27 de octubre de 2016, se concedió a la citada Comunidad de Propietarios una subvención, dentro del tipo de actuaciones para la mejora de accesibilidad, por un importe 100.036,82 euros, destinada a la realización de un proyecto consistente en la sustitución de los 3 ascensores existentes en el edificio indicado, con un coste subvencionable de 200.073,64 euros.

3. Con fecha 14 de diciembre de 2017, por este Centro Fiscal se procedió a la designación de representante para la asistencia a la comprobación material de la inversión.

4. Con fecha 23 de febrero de 2018, se realiza la comprobación material de la subvención. Según consta en el acta levantada al efecto, a dicho acto asistieron la representante de la Comunidad de Madrid, el beneficiario y el Interventor designado en representación de esta Intervención General.

En el acta consta la opinión desfavorable del representante de este Centro Fiscal respecto de la recepción, y los motivos que la fundamentan en un informe individual anexo a la misma, en el que se manifiesta, sustancialmente que:  “ La subvención para mejorar la accesibilidad NO CUMPLE de modo pleno y efectivo, sobre todo con carácter principal el acceso al propio ascensor, puerta de paso de 70cm,- donde se conservan las mismas dimensiones anteriores-, y las dimensiones de la cabina, en al menos alguno de los ascensores renovados. 

No queda justificado con la documentación aportada en ningún momento la imposibilidad de su realización, con los ajustes razonables técnica y económicamente.

Siendo el gasto realizado, la renovación de unos ascensores obsoletos, anteriores a 1980, que requerían reparaciones y mantenimiento según IEE de 29/06/2016, pero que en todo caso deberían estar cumpliendo la normativa técnica de uso de aparatos elevadores (…).

Por su parte, el acta se suscribe por la representante de la Administración en términos de conformidad. No obstante, se hace constar en la misma las siguientes observaciones:

“- Sólo se ha conseguido una mejora parcial de la accesibilidad, se han instalado puertas automáticas, cabina más grande, botonera braille…, pero con puertas de 70 cm, siendo exigible según normativa de 80 cms.

- No parece existir inconveniente en haber instalado, al menos en uno de los ascensores, una puerta de 80 cms, ya que éstas podrían haber sido de tres hojas, ocupando el mismo espacio ya que hay suficiente fondo de cabina.

Por lo que:

Se considera subvencionar con un 35% del coste subvencionable en vez del 50% (opción que recoge el artículo 23 b) del Real Decreto 233/2013, de 5 de abril), ya que el Código Técnico admite no cumplir normativa siempre que se justifique su inviabilidad; en este caso sí parece viable colocar puertas de 80 cms, al menos en un ascensor.

En cuanto al coste subvencionable, se suprimirá de éste un coste estimativo de todas las puertas exteriores de piso y de la puerta de la cabina correspondiente, de uno de los ascensores, ya que en un futuro éstas podrían tener que ser sustituidas por unas de 80 cms, ante la necesidad de un usuario de sillas de ruedas. Igualmente se suprimirán los gastos financieros, que se incluyeron en su coste.”.

Por último, en el acta de comprobación material consta la disconformidad del beneficiario a la minoración de la subvención propuesta y a las observaciones del Interventor.

5. Al no existir conformidad con el informe fiscal desfavorable, se plantea por el Director General de Vivienda y Rehabilitación discrepancia al mismo, que tiene entrada en esta Intervención General el 18 de mayo de 2018.

La discrepancia formulada no se acompañó de los antecedentes y documentos necesarios  para el estudio y análisis del asunto, por lo que esta circunstancia determinó que, se requiriera al órgano gestor la aportación de la documentación precisa para su resolución, conforme a lo establecido en la Instrucción de 28 de marzo de 2006 de este Centro Directivo, por la que se establece el procedimiento de elevación de las consultas y discrepancias planteadas ante la Intervención General.

6. Con fecha 27 de junio de 2018, tiene entrada en esta Intervención General la documentación requerida. 

7. En el escrito de discrepancia se exponen las razones en las que se sustenta el criterio mantenido por el órgano gestor, en síntesis:

“(…) que un técnico del Área de Subvenciones ha emitido informe de fecha 5 abril ratificando la solución ya expuesta en el acta de comprobación material (…) se ha optado por suprimir del coste subvencionable todas las puertas exteriores del piso y de la puerta de la cabina correspondiente de uno de los ascensores, pero considera, tal y como se argumenta en su informe técnico de 5 de abril, que sí existe mejora de la accesibilidad en la actuación, y por tanto, le correspondería recibir una subvención de, al menos, el 35 % del presupuesto subvencionable.

De esta forma el coste subvencionable definitivo será de 155.377,91 € frente a los 200.073,64 € previstos inicialmente, siendo el importe de la subvención a conceder de 54.382,27 € frente a los 100.036,82 € inicialmente reconocidos y ello al amparo de lo previsto en el artículo 23.2.b) del R.D. 233/2013 de 5 de abril (…)”.

Tras el análisis de los antecedentes anteriormente descritos, y a fin de resolver la discrepancia, esta Intervención General considera oportuno hacer las siguientes

CONSIDERACIONES

I

En primer término debe ponerse de manifiesto la normativa a aplicar al expediente de concesión de la subvención objeto de la presente discrepancia.

A través del Real Decreto 233/2013, de 5 de abril, por el que se regula el Plan Estatal de Fomento del Alquiler de Viviendas, la Rehabilitación Edificatoria y la Regeneración y Renovación Urbanas, 2013-2016, la Administración General del Estado estableció el programa de ayudas a diversas actuaciones protegidas en materia de vivienda para dicho periodo cuatrienal, disponiendo en su artículo 3 que corresponde a los órganos competentes de las Comunidades Autónomas, la tramitación y resolución de los procedimientos de concesión y pago de dichas ayudas, así como la gestión del abono de las subvenciones, una vez se haya reconocido por éstas, el derecho de los beneficiarios a obtenerlas, dentro de las condiciones y límites establecidos en el Real Decreto, y según lo acordado en el correspondiente Convenio de Colaboración. Con fecha 20 de octubre de 2015, fue suscrito el Convenio de Colaboración entre el Ministerio de Fomento y la Comunidad de Madrid para la ejecución de dicho Plan Estatal.

Este Real Decreto, que fija la regulación básica que ha de regir las bases reguladoras autonómicas, contempla en su Capítulo V el Programa de fomento de la rehabilitación edificatoria, teniendo como objeto la financiación de la ejecución de obras y trabajos de mantenimiento e intervención en las instalaciones fijas y equipamientos propios, así como en los elementos y espacios privativos comunes de los edificios de tipología residencial colectiva.

De conformidad con el artículo 19.3 de la norma estatal, las actuaciones subvencionables en los edificios de tipología residencial colectiva pueden ser de tres tipos, según se dirijan a:

a) Su conservación.

b) La mejora de la calidad y sostenibilidad.

c) Realizar los ajustes razonables en materia de accesibilidad.

Con respeto a la regulación  básica,  mediante Orden de 18 de mayo de 2016, de la Consejería de Transportes, Vivienda e Infraestructuras, se establecieron las bases reguladoras para la concesión de las ayudas a la rehabilitación edificatoria previstas en el  Real Decreto 233/2013, de 5 de abril, por el que se regula el Plan Estatal de Fomento del Alquiler de Viviendas, la Rehabilitación Edificatoria y la Regeneración y Renovación Urbanas, 2013-2016.

Una vez aprobadas las bases reguladoras de la concesión de estas ayudas, por medio de la Orden de 25 de mayo de 2016 de la Consejería de Transportes, Vivienda e Infraestructuras, se convocaron para el año 2016, las subvenciones a la rehabilitación edificatoria en la Comunidad de Madrid.

El régimen de éstas subvenciones a la rehabilitación edificatoria se completa con lo establecido en la ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, en la Ley 2/1995, de 8 de marzo, de Subvenciones de la Comunidad de Madrid, y en el Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de Subvenciones.

II

Precisado lo anterior, y antes de analizar el expediente que nos ocupa, conviene recordar el carácter modal de las subvenciones de las subvenciones públicas y las obligaciones del beneficiario.

Las obligaciones a las que quedan sometidos los beneficiarios de las subvenciones se encuentran reguladas en el artículo 14 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones (en adelante LGS). En el mismo sentido, el artículo 8 de la Ley 2/1995, de 8 de marzo, de subvenciones de la Comunidad de Madrid, contiene una enumeración de las mismas.

La obligación principal que se impone al beneficiario es la de: “cumplir con el objetivo, ejecutar el proyecto, realizar la actividad o adoptar el comportamiento que fundamenta la concesión de subvenciones. Junto a ésta obligación esencial, otra de las principales obligaciones que asume el beneficiario es la de: “ justificar ante el órgano concedente o la entidad colaboradora, en su caso, el cumplimiento de los requisitos y condiciones, así como la realización de la actividad y el cumplimiento de la finalidad que determinen la concesión o disfrute de la subvención.”. 

La actividad que debe realizar el beneficiario de la subvención en orden al satisfactorio cumplimiento de su finalidad se consagra como un elemento definitorio del propio concepto de subvención y un requisito esencial, cuyo incumplimiento deriva en la pérdida del derecho al cobro de la subvención y, en su caso, en el posterior reintegro de las cantidades percibidas. Así, el artículo 2.1 de la LGS, al definir el concepto de subvención establece que:

“1. Se entiende por subvención a los efectos de esta Ley, toda disposición dineraria realizada por cualesquiera de los sujetos contemplados en el artículo 3 de esta Ley, a favor de personas públicas o privadas, y que cumpla los siguientes requisitos:

b) Que la entrega esté sujeta al cumplimiento de un determinado objetivo, la ejecución de un proyecto, la realización de una actividad, la adopción de un comportamiento singular, ya realizados o por desarrollar, o la concurrencia de una situación, debiendo el beneficiario cumplir las obligaciones materiales y formales que se hubieran establecido. “.

Es reiterada la doctrina del Tribunal Supremo, expresada entre otras, en la Sentencia de 9 de mayo de 2016, que señala que: 

 “A estos efectos, resulta pertinente recordar que la subvención se configura tradicionalmente como una medida de fomento que utilizan las Administraciones Públicas para promover la actividad de los particulares o de otras Administraciones Públicas hacia fines de interés general que representa o gestiona la Administración concedente. 

Según resulta de la jurisprudencia reiterada de esta Sala, expresada entre otras en las sentencias de 7 de abril de 2003 (RC 11328/1998), de 4 de mayo de 2004 (RC 3481/2000), de 17 de octubre de 2005 (RC 158/2000) y de 20 de mayo de 2008 (RC 5005/2005), la naturaleza de la medida de fomento administrativo puede caracterizarse por las notas que a continuación se reseñan:

« En primer lugar, el establecimiento de la subvención puede inscribirse en el ámbito de las potestades discrecionales de las Administraciones públicas, pero una vez que la subvención ha sido regulada normativamente termina la discrecionalidad y comienza la previsión reglada cuya aplicación escapa al puro voluntarismo de aquéllas.

 En segundo término, el otorgamiento de las subvenciones ha de estar determinado por el cumplimiento de las condiciones exigidas por la norma correspondiente, pues de lo contrario resultaría arbitraria y atentatoria al principio de seguridad jurídica. 

Por último, la subvención no responde a una «causa donandi», sino a la finalidad de intervenir en la actuación del beneficiario a través de unos condicionamientos o de un «modus», libremente aceptado por aquél. Por consiguiente, las cantidades otorgadas en concepto de subvención están vinculadas al cumplimiento de la actividad prevista. Se aprecia, pues, un carácter condicional en la subvención, en el sentido de que su otorgamiento se produce siempre bajo la condición resolutoria de que el beneficiario tenga un determinado comportamiento o realice una determinada actividad en los términos en que procede su concesión (Cfr SSTS 20 de junio, 12 de julio y 10 de octubre de 1997, 12 de enero y 5 de octubre de 1998, 15 de abril de 2002 «ad exemplum»). 

Nuestra jurisprudencia, según se refiere en la sentencia de 20 de mayo de 2003 (RC 5546/1998),  ha reconocido el carácter modal de la subvención o, si se prefiere, su naturaleza como figura de Derecho público, que genera inexcusables obligaciones a la entidad beneficiaria, cuyo incumplimiento determina la procedencia de la devolución de lo percibido sin que ello comporte, en puridad de principios, la revisión de un acto administrativo declarativo de derechos que haya de seguir el procedimiento establecido para dicha revisión en los artículos 102 y siguientes de la LRJ y PAC. Y es que la subvención comporta una atribución dineraria al beneficiario a cambio de adecuar su actuación a los fines perseguidos con la indicada medida de fomento y que sirven de base para su otorgamiento (…). » .

III

Sentado lo anterior, como se ha expuesto en los antecedentes de hecho, con fecha 27 de octubre de 2016, se concedió a la Comunidad de Propietarios del edificio sito en la ___________________________ de Madrid, una subvención por un importe de 100.036,82 euros correspondiente al 50% del coste subvencionable por importe de 200.073,64 euros, para realizar los ajustes razonables en materia de accesibilidad en el indicado edificio construido en el año 1974,  con 120 viviendas y 7 locales. En concreto, la actuación subvencionable consiste en la renovación de los tres ascensores existentes que dada su antigüedad requerían de reparaciones continuas.

La normativa específica de la ayuda, en concreto, el artículo 20 del Real Decreto  233/2013, de 5 de abril, establece que:

 “3. Se considerarán, actuaciones subvencionables para realizar los ajustes razonables en materia de accesibilidad, las que adecuen los edificios y los accesos a las viviendas y locales, a la normativa vigente. En particular:

a) La instalación de ascensores, salvaescaleras, rampas u otros dispositivos de accesibilidad, incluyendo los adaptados a las necesidades de personas con discapacidad sensorial, así como su adaptación, una vez instalados, a la normativa sectorial correspondiente.

(…)

4. Todas las actuaciones subvencionables anteriores podrán incluir a los efectos de la determinación del coste total de las obras: los honorarios de los profesionales intervinientes, el coste de la redacción de los proyectos, informes técnicos y certificados necesarios, los gastos derivados de la tramitación administrativa, y otros gastos generales similares, siempre que todos ellos estén debidamente justificados. No se incluirán, impuestos, tasas o tributos.”.

Determina a su vez el artículo 23 de la citada norma, en el apartado 1, que: “La cuantía máxima de las ayudas se determinará en función del coste subvencionable de la actuación correspondiente al edificio, que comprenderá el coste total de las actuaciones subvencionables en las condiciones establecidas en el artículo 20(…). Y en el apartado 2.b) que: “La cuantía máxima de las subvenciones a conceder por edificio no podrá superar el 35% del coste subvencionable de la actuación. No obstante de manera excepcional en el caso de actuaciones para la mejora de la accesibilidad y sólo, en la partida correspondiente a la accesibilidad, se podrá llegar al 50%”. 

Por su parte, la Orden de 18 de mayo de 2016, por la que se establecen las bases reguladoras para la concesión de estas ayudas, establece en el artículo 21.1 lo siguiente: “Para proceder al pago de la subvención se deberá acreditar que la actuación financiable está completamente finalizada (…)”. Y en el artículo 14.2 dispone que:” Antes de proceder al abono de la subvención deberá tenerse en cuenta lo señalado en el artículo 25 del Decreto 45/1997, de 20 de marzo, por el que se desarrolla el régimen de control interno y contable ejercido por la Intervención general de la Comunidad de Madrid, que regula la comprobación material de la Inversión.”.

Atendiendo al momento de su justificación en relación con el pago, no encontramos con subvenciones de justificación previa o postpagables, que siguen la norma general de que para acceder al cobro es necesaria la previa justificación del cumplimiento de la finalidad para la que se concedió la subvención. Esta justificación es una manifestación singular de la regla del “servicio hecho”, que rige el reconocimiento de las obligaciones y su posterior pago, que se recoge en los artículos 39.2 y 73 de la Ley 9/1990, de 8 de noviembre, Reguladora de la Hacienda de la Comunidad de Madrid, en virtud del cual,  la Administración no puede proceder al abono de una prestación o servicio hasta que el acreedor haya cumplido íntegramente o garantizado el cumplimiento de su obligación y conste documentada la realización de la misma. 

La comprobación material de la inversión, en cuanto modalidad del ejercicio de la función interventora se encuentra regulada en el artículo 83.2.d) de la Ley 9/1990, de 8 de noviembre. La fase procedimental en la que se encuadra la realización de esta actuación, es la del reconocimiento de obligaciones o de las propuestas de pago. Así, el Decreto 45/1997, de 20 de marzo, en el artículo 23.2, dispone que en este momento: “(...) deberá quedar documentalmente acreditado que se cumplen todos los requisitos necesarios para el reconocimiento de la obligación a cargo de la Hacienda de la Comunidad de Madrid, entre los  entre los que se encontrará, en su caso, el resultado favorable de la comprobación material de la inversión”. Por su parte,  el artículo 25, en el apartado 1, establece que: “Antes de reconocer la obligación o proponer el pago se verificará materialmente la efectiva realización de las obras, servicios, adquisiciones y subvenciones financiadas con fondos públicos, y su adecuación al contenido de la correspondiente orden de concesión, contrato o negocio jurídico”. 

IV

Realizado el acto de comprobación material, el interventor designado por esta Intervención General para llevar a cabo la fiscalización de los fondos públicos, constata que la inversión realizada no cumple los requisitos exigidos en la normativa en materia de accesibilidad, en al menos alguno de los tres ascensores renovados, sobre todo el acceso al propio ascensor, dado que: “ siendo la anchura de paso mínima de una puerta de ascensor de 800mm para que pueda ser utilizada por usuarios de sillas de ruedas, se han instalado puertas deslizantes de 2 hojas (2x350mm) hueco de paso de 700mm, cuando existen puertas deslizantes de 3 hojas (3x266mm) o de 4 hojas (4x200mm) para hueco de paso de 800mm, que cumpliría normativa y objeto de la subvención”. Asimismo, se constata que las cabinas de los ascensores instalados no cumplen las dimensiones mínimas exigidas; que ninguno de los tres tiene llamada independiente;  que no existe diferenciación sensorial en el pavimento de embarque de los ascensores y sólo uno de ellos tiene pasamanos en un lado.

 Por su parte, el órgano discrepante ratifica el criterio expresado por la representante de la Administración en el acta de comprobación material y en el informe justificativo elaborado por ésta que se une al escrito de discrepancia, en el sentido de entender que sólo se ha conseguido una mejora parcial de la accesibilidad, se han instalado puertas automáticas, cabina más grande, botonera de braille…pero con puertas de 70 cm, siendo exigibles según normativa de 80cms, por lo que propone suprimir del coste subvencionable, todas las puertas exteriores del piso y de la puerta de la cabina correspondiente a uno de los ascensores, así como gastos no subvencionables (gastos financieros) y otros no justificados,  correspondiéndole al beneficiario una subvención del 35 % del coste subvencionable definitivo en lugar del 50% inicialmente reconocido.

De este modo, la cuestión a resolver en la presente discrepancia se centra en determinar si nos encontramos ante un incumplimiento de las condiciones de la concesión que determinaría la pérdida del derecho al cobro total de la subvención, o si,  por el contrario, podría considerarse como invoca el órgano gestor que se trata de un incumplimiento parcial por lo que procedería la minoración de la ayuda concedida en la proporción que corresponda.

Por consiguiente, se trata de dilucidar si en el presente supuesto resulta de aplicación el principio de proporcionalidad, que supone que la revocación no ascienda automáticamente a la totalidad de la subvención concedida, sino que su importe debe ser calculado valorando y graduando los incumplimientos de las condiciones impuestas por la resolución de concesión.

El principio de proporcionalidad, además de su reconocimiento jurisprudencial
, viene recogido expresamente en los artículos 17.3.n) y 37.2 de la LGS, como principio que permite moderar los efectos del incumplimiento cuando se ha cumplido una parte significativa de la actividad subvencionada.  

El artículo 17.3 de la LGS establece que la norma reguladora de las bases de concesión de las subvenciones concretará, como mínimo, los siguientes extremos:

“ n) Criterios de graduación de los posibles incumplimientos de condiciones impuestas con motivo de la concesión de subvenciones. Estos criterios resultarán de aplicación para determinar la cantidad que finalmente haya de percibir el beneficiario, o, en su caso, el importe a reintegrar, y deberán responder al principio de proporcionalidad.”

En relación con lo anterior debe señalarse que la normativa específica reguladora de las ayudas a la rehabilitación edificatoria, no prevé ningún tipo de graduación en el incumplimiento de las obligaciones establecidas.

Por su parte, el artículo 37 relativo a las causas de reintegro, dispone en su apartado 2: “  Cuando el cumplimiento por el beneficiario o, en su caso, entidad colaboradora se aproxime de modo significativo al cumplimiento total y se acredite por éstos una actuación inequívocamente tendente a la  satisfacción de sus compromisos, la cantidad a reintegrar vendrá determinada por la aplicación de los criterios enunciados en el párrafo n) del apartado 3 del artículo 17 de esta ley o, en su caso, las establecidas en la normativa autonómica reguladora de la subvención.”.

Asimismo, el artículo 83.1, párrafo segundo, del Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones  establece que: “En todo caso si, realizada la actividad y finalizado el plazo para justificar, se hubiera pagado sólo una parte de los gastos en que se hubiera incurrido, a efectos de pérdida del derecho al cobro, se aplicará el principio de proporcionalidad.”

La LGS no ofrece una norma concreta sobre cómo y cuándo debe ser aplicado el principio de la proporcionalidad, por lo que es preciso acudir a la doctrina jurisprudencial para resolver esta cuestión. A este respecto, la Sentencia del Tribunal Supremo de 30 de marzo de 2010,  mantiene que, en aplicación del principio de proporcionalidad deben ponderarse las circunstancias concurrentes en cada supuesto, a los efectos de determinar el grado de incumplimiento:

“En este sentido, en la sentencia de esta Sala jurisdiccional del Tribunal Supremo de 20 de mayo de 2008 (RC 5005/2005), ya establecimos la directriz jurisprudencial de que cabe ponderar la concurrencia de las distintas causas de incumplimiento, con base en la aplicación del principio de proporcionalidad,(…).

El deber de la Administración de ponderar las causas de incumplimiento de las condiciones impuestas determinante del otorgamiento de la subvención y valorar la actuación del beneficiario, tendente a satisfacer de forma significativa los intereses públicos perseguidos, se establece con mayor claridad y precisión en el artículo 37.2 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, de Subvenciones, que establece que «cuando el cumplimiento por el beneficiario o, en su caso, entidad colaboradora se aproxime de modo significativo al cumplimiento total y se acredite por éstos una actuación inequívocamente tendente a la satisfacción de sus compromisos, la cantidad a reintegrar vendrá determinada por la aplicación de los criterios enunciados en el párrafo n) del apartado 3 del artículo 17 de esta Ley o, en su caso, las establecidas en la normativa autonómica reguladora de la subvención», y que proporciona un criterio interpretativo de la obligación de reintegro conforme al principio de proporcionalidad.”

Por su parte, la Sentencia Tribunal Superior de Justicia  de Madrid de 3 de junio de 2015, expone lo siguiente:

“(…)  debemos señalar que esta Sala (Sección 8ª) viene considerando que para resolver la controversia suscitada hay que valorar la entidad de los incumplimientos en los que se fundamenta la orden de reintegro y a que obligación se refiere pues no se pueden asimilar los supuestos evidentes y graves de incumplimiento, como son aquellos supuestos en que el importe de la subvención no se ha destinado a los fines para los que fue concedida o que las obras no se han realizado, con aquellos otros casos en que, si bien puede existir algún incumplimiento, no se trata de incumplimientos que puedan calificarse de graves ni afectan a las obligaciones esenciales previstas en la Orden de concesión(…).

 La Sala 3ª del Tribunal Supremo ha examinado la aplicación del principio de proporcionalidad, que se contempla en el artículo 17.3.n) y 37 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre General de Subvenciones, a los procedimientos de reintegro de subvenciones, concluyendo que el mismo es plenamente aplicable y que no deben equipararse los retrasos de cierta levedad con el incumplimiento del fin de la subvención, por lo que a una y otro no pueden asignárseles las mismas consecuencias. Así lo hacen en la sentencia de la Sala Tercera del Tribunal Supremo de 6 de junio de 2007, a cuyo tenor: "En todo caso, el principio de proporcionalidad (de matriz jurisprudencial y ahora ya inserto en la Ley 38/2003, 17 de noviembre, General de Subvenciones, inaplicable al caso de autos ratione temporis) permite emplear ciertos criterios de graduación de los posibles incumplimientos de las condiciones impuestas al conceder las subvenciones. Casos como el presente, caracterizados por las circunstancias que acabamos de describir, en los que no existe un incumplimiento absoluto de la obligación de justificación, pueden no ser tratados del mismo modo que estos últimos. Si se trata de una justificación ligeramente tardía, resulta indiscutible la realización efectiva y material -y dentro de su plazo propio-de las condiciones sustantivas y concurren las circunstancias excepcionales que ya hemos descrito, habrá que valorar la incidencia que aquella anomalía temporal supone en el conjunto de las relaciones Administración-beneficiario.

En casos tan singulares como el presente -cuya especificidad, insistimos, no permite extrapolar la misma conclusión a cualesquiera otros incumplimientos formales, ni siquiera de signo meramente temporal- es aplicable el criterio de proporcionalidad (con apelación adicional a la "equidad") que con acierto adopta la Sala de instancia y que ulteriormente corroboraría el artículo 37.2 de la vigente Ley General de Subvenciones antes citada: cuando el cumplimiento por los beneficiarios 'se aproxime de modo significativo al cumplimiento total y se acredite por éstos una actuación inequívocamente tendente a la satisfacción de sus compromisos' pueden no deducirse las consecuencias 'rigurosas' de pérdida de la subvención que auspicia el Abogado del Estado en su recurso(…)”.

Aplicando tales criterios de proporcionalidad al caso que nos ocupa, debe afirmarse que no cabe equiparar en cuanto a las consecuencias aplicables un retraso de cierta levedad en la demora del cumplimiento de algunas de las condiciones secundarias de la subvención con el incumplimiento mismo del fin al que fue condicionada.”.

Pues bien, como se ha expuesto con anterioridad, la opinión desfavorable del Interventor se fundamente en que ninguno de los tres ascensores renovados cumple las exigencias básicas de la normativa de accesibilidad, constituida fundamentalmente por el Documento Básico de Seguridad de utilización y accesibilidad (DB SUA) y la norma UNE-EN 81-70:2004 relativa a la “Accesibilidad a los ascensores de personas, incluyendo personas con discapacidad”. Por lo tanto, en el edificio objeto de la actuación no está garantizada la accesibilidad entre plantas al no disponer al menos de un ascensor accesible, sin que quede justificado la inviabilidad de su aplicación por razones técnicas o económicas. En este sentido, debe precisarse que al tratarse de una renovación de los ascensores de un edificio existente la actuación debe alcanzar el mayor grado de adecuación efectiva en la medida en que sea técnica y económicamente viable. 

Esta valoración del Interventor no se discute por el órgano gestor que viene a reconocer tanto en el acta de comprobación material como en la documentación relativa a la discrepancia, que  no se han aplicado las soluciones técnicas que supongan el mayor grado de adecuación efectiva global posible,  así dice que:

 “(…) No parece existir inconveniente en haber instalado, al menos en uno de los ascensores, una puerta de 80 cms, ya que éstas podrían haber sido de tres hojas, ocupando el mismo espacio ya que hay suficiente fondo de cabina, por lo que se considera subvencionar con un 35% del coste subvencionable en vez del 50%  (…) 

Que aunque la dimensión de la puerta es de 70 cm puede ser objeto de una actuación posterior de sustitución de puertas exteriores e interior de la cabina para ampliarla a 80 cm, hecho que convertiría dos de los ascensores para usuarios de sillas de ruedas, aunque no fueran accesibles, mejorando la accesibilidad del otro.

Que aun no cumpliendo de un modo pleno y efectivo la mejora de la accesibilidad, si existe una mejora parcial de la accesibilidad, cabiendo tener en cuenta la posibilidad de aplicar el mínimo de subvención posible (…)”.

Resulta, por tanto, que si la representante de la Administración que asistió a la comprobación material de la inversión manifestó en el acta levantada al efecto, los defectos y observaciones que de forma reiterada se han indicado en el presente informe, proponiendo la minoración de la subvención concedida, debe de entenderse, a juicio de esta Centro Directivo, que considera que no se han cumplido las condiciones establecidas para la concesión de la subvención, por lo que el resultado del acto de comprobación debió de ser la disconformidad.

En virtud de todo lo expuesto, este Centro Fiscal considera que siendo la finalidad de la subvención concedida la adecuación del edificio a la normativa vigente de accesibilidad, la actuación realizada no se adecua a los fines perseguidos con esta medida de fomento y que sirvieron de base a su otorgamiento,  por cuanto que los ascensores debieron adecuarse a las condiciones de accesibilidad exigibles en todo aquello que sea susceptible de ajustes razonables, lo que hace imposible considerar que con esta actuación parcial realizada por el beneficiario la finalidad de la subvención se haya conseguido,  por lo que, en consecuencia,  el incumplimiento del fin al que fue concedida la subvención en cuanto incumplimiento de una obligación esencial,  debe tener como consecuencia la pérdida de la subvención.

Por último, conviene precisar respecto de la solución propuesta por el órgano discrepante,  que partiendo de la inaplicabilidad del principio de proporcionalidad al supuesto examinado por las razones expuestas, si se tiene en cuenta la valoración del nivel de consecución de los objetivos previstos efectuada por aquél, se llegaría a la misma conclusión, dado que no podría afirmarse que el cumplimiento del beneficiario se aproxime de modo significativo al cumplimiento total del objeto de la actuación, por cuanto que el importe de la subvención se propone reducirlo en más del 45%.

De conformidad con las consideraciones efectuadas, esta Intervención General

RESUELVE

Ratificar el reparo formulado por el Interventor actuante en la comprobación material de la inversión relativa a  la subvención concedida, por un importe 100.036,82 euros, para la mejora de la accesibilidad en el edificio sito en la _____________________ de Madrid, al amparo del Real Decreto 233/2013, de 5 de abril, por el que se regula el Plan Estatal de fomento del alquiler de viviendas, la rehabilitación edificatoria, y la regeneración y renovación urbanas, 2013-2016.
De no estar conforme con la presente resolución, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 88.1.b) de la Ley 9/1990, de 8 de noviembre, Reguladora de la Hacienda de la Comunidad de Madrid, podrá elevarse discrepancia ante el Consejo de Gobierno, a quien corresponde la Resolución definitiva.

� Entre otras pueden citarse las Sentencias del Tribunal Supremo de 13 de enero de 2003, 6 de junio de 2007 y 12 de marzo de 2008. 
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